ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA POR INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE INMEDIATEZ - No se instauró en término razonable
En el presente caso, observa la Sala que la decisión que se ataca, fue dictada el 26 de octubre de 2011, notificada por edicto fijado el 29 de noviembre de 2011 y desfijado el 1 de diciembre de esa anualidad, quedando ejecutoriada el día 5 del mismo mes y año. Por su parte, la solicitud de amparo se interpuso el 18 de marzo de 2014, esto es, luego de transcurridos más de dos (2) años. Por lo tanto, no cumple con el requisito de inmediatez, lo que torna la tutela en improcedente.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 86 / DECRETO 2591 DE 1991 – ARTÍCULO 1
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION QUINTA

Consejera ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA

Bogotá, D.C., doce (12) de marzo de dos mil quince (2015)

Radicación número: 11001-03-15-000-2014-00894-01(AC)

Actor: EVARISTO JOSE RADA MARQUEZ

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLANTICO Y OTROS

La Sala resuelve la impugnación que interpuso el tutelante, contra la sentencia de 29 de octubre de 2014, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, que negó la solicitud de amparo constitucional.

I. ANTECEDENTES

1. La petición de amparo

El accionante ejerció acción de tutela con el fin de obtener la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, imparcialidad, “a una buena y correcta defensa”, debido proceso administrativo, a la oscilación salarial, al “acceso a la pronta y cumplida justicia y otros”
 que consideró transgredidos por el Juzgado Décimo Administrativo de Barranquilla y el Tribunal Administrativo del Atlántico, al dictar las providencias del 23 de marzo de 2011 y 26 de octubre de la misma anualidad, respectivamente, en proceso de nulidad y restablecimiento del derecho Nº 2000-02700 que negaron las pretensiones de la demanda.
2. Sustento de la vulneración

El señor Evaristo Jose Rada Marquez en confuso primer escrito solicitó el amparo, protección y restablecimiento de sus derechos fundamentales y que se ordene al Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional el reajuste a su asignación de retiro con base al IPC.

En escrito de corrección de la tutela
, el accionante pidió que se realizara un estudio minucioso y juicioso de la forma como fue retirado de la Policía Nacional y de las actuaciones del Juzgado Décimo Administrativo de Barranquilla y del Tribunal Administrativo del Atlántico dentro del proceso nulidad y restablecimiento de derecho que adelantó por dicho retiro, así como su reliquidación, indemnización y pago su asignación de retiro con base al Índice de Precios al Consumidor – IPC. 

Además manifiesta que independientemente del pronunciamiento que se profiera con esta acción apela la decisión para que sea revisada ante la Corte Constitucional.

II.CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Cuestión Previa

La Sala precisa que pese a que en el auto admisorio de la tutela se ordenó notificar a la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado sin indicar que se realizaba a título de autoridad judicial accionada o como interesada en las resultas, lo cierto es que revisado el expediente se advierte que esto obedeció al confuso escrito de tutela en el que el señor Evaristo Jose Rada Marquez relacionó entre otros a la Sala Plena de esta Corporación y que dentro del libelo de la misma sostuvo que las autoridades judiciales accionadas no cumplen los pronunciamientos de ésta.

También es importante aclarar que del escrito de tutela no se evidencia que exista reproche o censura contra ninguna providencia judicial proferida por la Sala Plena. Por lo tanto, no existe ningún impedimento para que la Sala se pronuncie sobre la impugnación de la tutela de la referencia.

2. Generalidades de la acción de tutela contra providencia judicial

La Constitución Política en el artículo 86 consagró una acción especial para facilitar la garantía inmediata de los derechos fundamentales, dotada de un procedimiento breve y sumario que tiene como rasgos esenciales la subsidiariedad y la residualidad porque sólo procede si no existe otro mecanismo judicial ordinario de defensa de los derechos que se consideran amenazados o conculcados.

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de unificación proferida por importancia jurídica
, adoptó la tesis de la admisibilidad excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se evidencie que contienen atropello a los derechos fundamentales. Sostuvo que en tales casos el juez de tutela debe adentrarse en el examen de fondo de la situación.

La Sala, a fin de determinar si debe acometer el estudio de fondo o de establecer si la providencia judicial quebranta los derechos fundamentales que los actores alegan, requiere verificar, previamente que se encuentren presentes los parámetros básicos de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales. Estos presupuestos conciernen a: i) inexistencia de otros medios de impugnación judiciales ordinarios y extraordinarios; ii) que se haya ejercido la acción de tutela dentro de un tiempo razonable a partir de cuando comenzó a padecerse la vulneración del derecho fundamental; iii) que no se trate de tutela contra decisión de  tutela; iv) que la materia o el asunto en el que radica la alegada transgresión sea de relevancia constitucional; y, v) que el solicitante haya puesto de presente en el proceso judicial ordinario el quebrantamiento del derecho fundamental para el que ahora en la tutela reclama protección, en el proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

3. Examen de los presupuestos en el caso concreto

La inmediatez concierne a que el reclamo de protección se haya efectuado dentro de un tiempo razonable y prudencial
, contado a partir del momento en que se notificó la providencia a la que se atribuye la transgresión de los derechos fundamentales. Esta exigencia deriva del carácter de protección inmediata que por naturaleza tiene la tutela, y su razón de ser obedece a que el paso del tiempo sin solicitar su conjura, desvirtúa la gravedad y la urgencia de la lesión que se alega.

En el presente caso, observa la Sala que la decisión que se ataca, fue dictada el 26 de octubre de 2011, notificada por edicto fijado el 29 de noviembre de 2011 y desfijado el 1 de diciembre de esa anualidad
, quedando ejecutoriada el día 5 del mismo mes y año. Por su parte, la solicitud de amparo se interpuso el 18 de marzo de 2014, esto es, luego de transcurridos más de dos (2) años. Por lo tanto, no cumple con el requisito de inmediatez, lo que torna la tutela en improcedente 

Por otro lado, el actor manifestó haber solicitado al Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional su reajuste salarial de acuerdo al incremento del índices de precios al consumidor IPC, a través de peticiones de 10 de enero de 2005 y de 12 de junio de 2013 las cuales fueron desfavorables para el actor.

La Sala precisa al respecto que el actor debió haber acudido a la jurisdicción contencioso administrativa en uso del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, para que se le protegieran sus derechos.

En cuanto a la naturaleza residual y subsidiaria que caracteriza la tutela, la Sección Quinta del Consejo de Estado ha sostenido:

“(…) Para que la acción de tutela sea procedente, por mandato constitucional (artículo 86 inciso 4 de la C.P.), está condicionada, entre otras exigencias, a que el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial. Es decir, se trata de una acción subsidiaria, salvo si se utiliza como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En otros términos, en virtud del carácter residual, no puede ser utilizada para reemplazar otras acciones, procedimientos o trámites establecidos para la defensa de los derechos, pues de ser así se convertiría en el único medio judicial para controvertir toda inconformidad (…)”
 (Negrillas fuera del texto original).

Así, corresponde al juez de lo contencioso administrativo y no al juez de tutela, juzgar la reliquidación, indemnización y pago del ajuste salarial al incremento del índice de precio al consumidor IPC pretendido por el accionante. Por lo tanto la tutela también es improcedente por falta del requisito de subsidiariedad.

Ahora bien, en la impugnación el actor manifiesta que se le ha discriminado al no tenerse en cuenta las pruebas documentales anexadas con la presente acción, las cuales permiten realizar un estudio y análisis detallado para dirimir la controversia presentada en el proceso ordinario.

Que la Policía Nacional, el Tribunal Administrativo del Atlántico y el Juzgado Décimo Administrativo de Barranquilla violaron sus derechos fundamentales “al debido proceso, el debido proceso administrativo, a la igualdad, la imparcialidad, el derecho a una buena y correcta defensa, el acceso a una pronta y cumplida justicia y otro cumulo de principios vulnerados y amenazados por partes de todos los accionados”
Adicionalmente, con el escrito de impugnación el actor acompaña apartes de un auto proferido por la Corte Constitucional en el que se indica que se debe garantizar la doble instancia en las tutelas.

Para la Sala los anteriores argumentos no son de recibo para desvirtuar la ausencia del requisito de inmediatez y de subsidiariedad. Por lo tanto, se modificará el fallo de primera instancia que negó la tutela, para en su lugar, declarar la improcedencia con la presente solicitud de amparo por dicho motivo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia de 29 de octubre de 2014 que dictó la Sección Cuarta del Consejo de Estado mediante la cual se negó la tutela para, en su lugar, DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción constitucional, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a los interesados por el procedimiento previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: ENVIAR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia (artículo 32, inciso 2, del Decreto 2591 de 1991). 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Presidenta
SUSANA BUITRAGO VALENCIA

ALBERTO YEPES BARREIRO

� La tutela fue presentada contra: “La Nación Colombia – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional – Grupo de Prestaciones Sociales – Procuraduría General de la Nación – Senador del Partido de la U, Juan Lozano, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Administrativa, Honorable Consejo de Estado, Juzgado Décimo Administrativo de Barranquilla, Tribunal Administrativo del Atlántico y otros.”


� Sin precisar cuáles.


� La Consejera Ponente de la tutela en primera instancia en auto de 28 de abril de 2014 requirió al accionante para que corrigiera el escrito de tutela por no ser claros los hechos y pretensiones del actor.


� Consejo de Estado- Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 31 de julio de 2012, radicado: 11001-03-15-000.2009-01328-01, Consejera Ponente: Dra. María Elizabeth García González.


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección A, Rad. 11001-03-15000-2008-01018-01(Ac), Consejero Ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.


� En ese sentido ver, entre otras, sentencias: de 18 de abril de 2013, Rad. No.11001-03-15-000-2012-01172-01, Consejera Ponente: Susana Buitrago Valencia; 3 de julio de 2013. Rad. No.11001-03-15-000-2012-01891, 12 de agosto de 2013 Rad.No. 11001-03-15-000-2013-1435-00 Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez; 3 de julio de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2013-00142-01, 12 de septiembre de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2012-02203-01, Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro.


� Cuaderno Anexo Fl 167.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, sentencia de 13 de mayo de 2010, proferida en el expediente núm. 2010-00013-01. M.P. Dra. Susana Buitrago Valencia.





